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La semilla de este libro está en dos series de reportajes. La primera es la investigación “El ardid con que algunas empresas quisieron ‘ahorrar’ $24.521.682.331 en impuestos”, de Jorge Rojas, serie publicada en The Clinic a partir de mayo de 2012. La segunda es la investigación “Las empresas zombis que compró Piñera para ahorrar millones en impuestos”, de Juan Andrés Guzmán, publicada en Ciper a partir de marzo de 2017.

Estos trabajos sirvieron de base para emprender, entre abril y julio de 2017, una intensa recolección de nuevos antecedentes, que permitieron reconstruir en detalle cómo grandes y exitosas compañías redujeron sus obligaciones tributarias en los noventa y los 2000 usando sociedades que habían quebrado en los ochenta (llamadas aquí empresas zombis o cascarones), y cómo la autoridad tributaria se enfrentó a ese problema.

Entre los documentos valiosos que dan sustento a este libro está la lista de empresas investigadas por el Servicio de Impuestos Internos (SII) durante la ofensiva que desplegó en 2004 para frenar a las empresas zombis. Una intensa revisión de documentos notariales y numerosas entrevistas con abogados permitieron reconstruir, a partir de esa lista que sólo tenía nombres de empresas, cómo especialistas tributarios concibieron esta estrategia, cómo la “testearon” ante el SII, cómo se generó un pujante mercado de empresas quebradas y, finalmente, cómo las pérdidas originadas en los ochenta hicieron desaparecer las utilidades de firmas prósperas. Es importante remarcar que los autores solicitaron entrevistas con todos los empresarios mencionados en este libro, a fin de que explicaran las operaciones tributarias de sus compañías. Solo uno accedió: Ignacio Cueto, gerente general de LAN.

Otro documento muy importante que permitió a los autores entender las lógicas que sustentaron esta estrategia y las dimensiones que alcanzó fue un informe del Departamento de Delitos Tributarios elaborado en 2005 por cinco abogados y fiscalizadores del SII1. En sus 72 páginas, este análisis detalla las irregularidades cometidas por 22 contribuyentes, entre ellos varias grandes empresas y sus representantes.









Finalmente los autores accedieron a un documento del SII con 47 empresas en el que se incluyen las utilidades que estas intentaron hacer desaparecer y los cobros de impuestos y multas que la autoridad cursó.

Ese cuadro, incluido al final del capítulo 1, constituye un buen retrato de la fiscalización del SII entre los años 2004-2007. Es necesario precisar, sin embargo, que es posible que este cuadro solo refleje una parte de la ofensiva zombi que desplegaron las empresas chilenas. Por un lado, muchas firmas pueden haber usado esta estrategia sin que el SII las detectara, pues la autoridad se concentró en fiscalizar solo los montos más grandes; por otro, los impuestos y multas que la autoridad terminó cobrando quedaron limitados por la prescripción de tres años, contados desde el inicio de la fiscalización en 2004. Por ello, empresas que usaron esta estrategia a comienzos de los noventa pueden haber eludido grandes montos de impuestos sin que el SII pudiera cobrarles nada.

En términos generales este libro solo fue posible gracias al trabajo que llevó adelante el SII en la citada ofensiva de 2004. Vayan para esos funcionarios nuestro reconocimiento. Contra la imagen que se difunde del SII como una entidad abusiva o corrupta, la impresión que nos queda del equipo que trabajó en esta fiscalización es la de un grupo de profesionales comprometidos con la tarea de recaudación y con el respeto a la ley, que enfrentó a poderosos bufetes que presionaban legal, comunicacional y políticamente.

Los autores quieren agradecer también a todos los abogados y contadores-auditores que nos facilitaron documentos o gastaron su tiempo explicándonos cómo funcionaban los complejos mecanismos legales involucrados en estas operaciones. Una investigación como esta no habría sido posible sin que muchas fuentes consideraran que el secreto tributario debía ser dejado de lado para que la opinión pública conociera una historia que en esencia había permanecido oculta durante casi una década.

Más allá de los enormes montos involucrados, esta historia da cuenta de una forma de entender los impuestos que es posible reconocer en otras estrategias tributarias y que tiene un gran impacto en la alta concentración de la riqueza que ostenta Chile y en su elevada desigualdad económica. El haber comprendido y retratado la conexión entre las estrategias de elusión y la desigualdad económica es algo que los autores deben agradecer a la conversación generosa de muchos tributaristas que debemos mantener en el anonimato.

Los autores quieren expresar también la gran deuda que tienen con el periodista y escritor Carlos Tromben, editor de este libro, y con Andrea Insunza, directora del Centro de Investigación y Publicaciones de la Universidad Diego Portales, por sus generosos comentarios.

Por último, Jorge Rojas quiere agradecer a Pablo Vergara, editor de la serie publicada en The Clinic; y Juan Andrés Guzmán quiere agradecer al equipo de investigación de Ciper y en particular a su directora, Mónica González, por el tiempo facilitado para terminar este trabajo, así como el apoyo y los comentarios. En aspectos esenciales este libro es un ejemplo del estilo Ciper de investigar y conectar las noticias. Muchas gracias también a Catalina Albert, coautora de dos de los reportajes de la serie de Ciper, que lidió con una parte de los mapas societarios, pieza esencial para cualquier investigación de este tipo.





Capítulo 1



ZOMBIS PARA LOS MÁS VIVOS










En los noventa, la década de oro de la economía chilena, importantes empresas encontraron un mecanismo para no tributar. Se trató de una ofensiva inédita, masiva, que se prolongó hasta 2014 y de la que poco se supo entonces. Si estas empresas hubieran tenido éxito en su cometido, habrían privado al fisco de más de un billón de pesos en impuestos. La estrategia de elusión fue diseñada por astutos tributaristas y era “perfectamente legal”; esto quiere decir que, aunque era socialmente dañina y políticamente indefendible, la ley no les podía caer encima. Al menos así lo estimó la autoridad durante casi una década. 









En los años noventa, 73 grandes empresas chilenas declararon haber sufrido pérdidas tributarias descomunales2. Entre ellas había varias de las más prestigiosas y prósperas de ese momento.

Por ejemplo, Inversiones Bancard Ltda., del expresidente Sebastián Piñera y sus hijos, declaró $44.000 millones de pérdida; San Patricio S.A., por entonces de María Luisa Solari Falabella3 y su hija Cecilia Karlezi, informó cifras negativas por $940.000 millones; Empresas Penta S.A., de Carlos Alberto Délano y Carlos Eugenio Lavín, anunció mermas por $54.000 millones; Hidrosur S.A., de Andrónico Luksic Craig, declaró una pérdida tributaria de $74.000 millones.

Números en rojo de ese tamaño, en sociedades importantes —y de sectores tan diversos—, solo se pueden ver durante graves crisis económicas. 

Pero no había crisis. Había bonanza. Los noventa fueron una década de crecimiento económico inédito en la historia de Chile. Tan inédito que el periodo recibió el nombre de “época de oro”, con una expansión del Producto Interno Bruto que algunos años llegó a superar el 10% anual4. Los dueños de las 73 grandes empresas de las que habla este libro eran parte de esa prosperidad. El Grupo Luksic, por ejemplo, acumuló tantos recursos en esa década que pudo tomar el control del Banco de Chile. Y Piñera, solo en la mencionada empresa, Inversiones Bancard Ltda., acumuló utilidades por $39.000 millones.

Por supuesto, cuando se crece a ese ritmo, surge el “problema” de que se deben pagar muchos tributos. Incluso en Chile, que en esos años tenía la tasa más baja de la OECD y de Latinoamérica5.

El extraño fenómeno de empresas muy prósperas que a la vez registraban grandes pérdidas tributarias se debía, justamente, a que sus dueños habían descubierto una forma de reducir las obligaciones tributarias que tenían con su país.

La estrategia consistía en usar zombis.

Buena parte de la elite empresarial chilena pasó toda una década en eso. Compraban empresas quebradas, en cuyos balances había grandes deudas, y las volvían a la vida con complejas operaciones legales y contables. Luego, dejaban que las zombis absorbieran sus empresas más prósperas. ¡Voilá! Grandes montos de utilidades desaparecían de la vista del Servicio de Impuestos Internos (SII).

Encontraron sociedades útiles para su objetivo en esa gran tragedia nacional que fue la crisis de los ochenta, cuando el PIB cayó en un 15% y el 40% de la fuerza laboral quedó sin empleo o malviviendo en programas de subempleo; cuando la banca colapsó por haber prestado en forma irresponsable y la economía se transformó en un cementerio de empresas quebradas o sometidas a convenios judiciales preventivos.

Gran parte de las firmas que fueron revividas habían pertenecido a los grupos líderes de los ochenta: al de Cruzat-Larraín (encabezado por Manuel Cruzat Infante y Fernando Larraín Peña) o al Grupo BHC (de Javier Vial Castillo y Rolf Lüders)6. La quiebra de Cruzat dejó 200 empresas en el suelo, muchas de ellas cargando grandes deudas. La de Vial dejó cerca de 150, aunque solo una veintena se pudo revivir.

Piñera, Délano y Lavín, Luksic y todos los que aparecen en este libro pagaron en los noventa entre $500 y $900 millones por cada zombi (entre $1.155 millones y $2.000 millones de 2017)7, también llamados “cascarones”, pues no eran nada más que la carcasa de una empresa. Normalmente el precio de venta correspondía a uno o dos por ciento del monto de utilidades que el empresario podía hacer desaparecer con ellos.

Así fue como un ejército de zombis regresó desde la peor época económica de nuestra historia para absorber las utilidades de nuestros tiempos de oro. Su número es indeterminado, pero esta investigación identificó más de medio centenar de zombis absorbiendo las utilidades de igual número de grandes empresas chilenas. Según un recuento hecho por el SII8, que consideró sólo 47 grandes firmas, si las zombis hubieran tenido éxito el Estado chileno habría dejado de recibir más de un billón de pesos ($1.036.070.209.607) en impuestos9.

Aunque en 2001 con la Ley N.º 19.738, “Normas para combatir la evasión tributaria”, el gobierno de Ricardo Lagos intentó restringir el uso de las zombis10, recién en 2004 el Servicio de Impuestos Internos, bajo la dirección de Juan Toro Rivera, logró organizar una ofensiva efectiva. Con altos y bajos el SII pasó buena parte de la siguiente década combatiéndolos.

Un hito de esta lucha fue la querella contra Vital S.A., filial de Embotelladora Andina, empresa controlada por José Said Saffie11 y cuyo directorio era presidido por Juan Claro, presidente de los empresarios reunidos en la Confederación de la Producción y del Comercio (CPC). En la causa que se extendió entre 2005 y 2007 el SII buscó no solo recuperar los impuestos perdidos, sino también que sus más importantes ejecutivos pagaran con cárcel, lo que finalmente no ocurrió.

Otro hito ocurrió en 2012, cuando Marcelo Calderón Crispín, dueño del retail Johnson’s, aceptó pagar los impuestos que había eludido gracias a su zombi, a condición de que se le condonaran las multas e intereses acumulados en más de 10 años de litigio judicial. El SII, comandado por Julio Pereira, aceptó y se borraron $59.000 millones, que correspondía al 99% de lo que la empresa debía por multas e intereses. La filtración de esta decisión a la prensa generó un escándalo que se conoció como “el perdonazo a Johnson’s”. Pereira salió del SII junto con Mario Vila, quien a fines de los noventa, como abogado de la auditora PWC, había ayudado a dar vida a ese mismo zombi que ahora terminaba con su carrera y ensuciaba la reputación del SII. El entonces presidente Sebastián Piñera presenció el escándalo sin hacer un solo comentario respecto a que él, como se muestra en este libro, había sido un asiduo usuario de zombis, ahorrándose, gracias a la prescripción legal que lo favoreció, no solo el pago de multas e intereses, sino además el pago de impuestos.

Este libro revisa las dos décadas en que se extendió el fenómeno zombi, que es inédito no solo por los montos o por su impacto temporal, sino también porque participó buena parte de la elite empresarial chilena.

Entre los empresarios que se beneficiaron con zombis figuran, además de los ya citados, Andrés Navarro (Sonda), la familia Cortés Solari (Falabella), la familia Cueto (Latam), Julio Ponce Lerou (Soquimich), José Said (Andina), Leonidas Vial (corredora Larraín Vial), Alberto Calderón Crispín (multitienda Ripley) y su hermano Marcelo (ex controlador de la multitienda Johnson’s), entre otros.

El paciente cero

En todas las historias de zombis el primer contagio es clave, pues allí se esconde tanto el motivo por el que la humanidad va a ser castigada (por ejemplo, experimentos biológicos que dan cuenta de nuestra soberbia), como la llave de la salvación. 

En el ataque de las sociedades zombis sobre las arcas fiscales, esta investigación logró identificar tres zombis que están en esa hora cero, cuyos protagonistas retratan el mundo que pensó y explotó esta estrategia12.

Se trata de Inmobiliaria y Comercial San Jorge, comprada en 1990 por los controladores del Grupo Penta (ver capítulo 3); la Compañía de Desarrollo e Inversión Pocuro, adquirida en 1991 por Leonidas Vial y el abogado Fernando Barros Tocornal (a la que luego se integraron Fernando Larraín Peña y su familia); y Los Lirios S.A., la que fue comprada en 1992 a medias por Sebastián Piñera y sus tradicionales socios: la familia Cueto (ver capítulo 2).

Estas tres zombis fueron vendidas por la Comisión Progresa, entidad liquidadora conformada por bancos que en 1984 intervino al Grupo Cruzat-Larraín intentando recuperar algo del dinero que le habían prestado. Los bancos (Santiago, de Chile, Crédito e Inversiones y otros) tomaron el control de las 200 sociedades del grupo y vendieron todos los activos que encontraron (mayoritariamente acciones). Para fines de los ochenta, del imperio Cruzat-Larraín no quedaba nada salvo papeles que registraban la deuda no pagada y que los tribunales declararon prescrita.

Lo natural —lo que pasa siempre— es que la Comisión hubiera avisado al SII del término de giro de esas firmas, las cuales, a partir de entonces, habrían dejado de existir.

Pero alguien tuvo otra idea (probablemente un tributarista): tal vez las pérdidas se podían aprovechar. A los bancos de la Comisión Progresa esto les sonó bien: permitía obtener dinero de la nada, sacar agua de las piedras. A muchas empresas grandes les sonó mejor. Las utilidades que estaban obteniendo eran descomunales: en 1991 Chile creció 8%; al año siguiente, 12,3%.

Así, hasta su cierre a mediados de los noventa, la Comisión Progresa se transformó en una fábrica de zombis.

La estrategia se probó con zombis que arrastraban pérdidas pequeñas, que no provocaron reacción en las direcciones regionales del SII. Cuando el terreno pareció seguro, entraron a escena los grandes empresarios. Los primeros pertenecían a un círculo unido por lazos familiares, amistad y negocios. Manuel Cruzat, en su época de gloria, fue el mentor de uno de los controladores de Penta, Carlos Alberto Délano y de Sebastián Piñera (amigos íntimos entre ellos). Piñera, a su vez, tiene como abogado de cabecera para sus asuntos tributarios y corporativos a Fernando Barros Tocornal, asesor legal histórico del empresario Leonidas Vial, quien es cuñado y socio de Barros en la Corredora Larraín Vial (favorita de Piñera para sus transacciones desde los ‘90). En esa corredora también es socio Fernando Larraín Peña, con quien se cierra el círculo, pues Fernando Larraín fue el socio de Manuel Cruzat, cuando éste levantó su imperio en los ochenta.

En ese exclusivo grupo las pérdidas de los ochenta fueron recicladas para hacer de los prósperos años noventa una época con menos impuestos. Pero en el largo plazo se hizo algo aún más importante: al mostrarle al mercado que las zombis eran viables en las ligas mayores (ninguna de las tres sociedades de la hora cero fue cuestionada por el SII), se validó lo que estaba detrás de esta estrategia: la elusión. Esto es, se aceptaron como lícitas planificaciones tributarias que cumplían con la letra de la ley —para evitar sanciones— pero vulneraban su espíritu. El triunfo inicial de las zombis inauguró así una época en la que se expandieron diversos mecanismos a través de los cuales las empresas conseguían beneficios tributarios que nunca estuvieron contemplados por el legislador, provocando grandes mermas a las arcas fiscales sin que la autoridad tuviera una reacción clara.

En el caso de las zombis, esta estrategia se multiplicó rápido porque en los noventa todas las empresas importantes estaban teniendo el mismo “problema”: la performance de la economía chilena —que en 1995 creció 10,6% y al año siguiente 6,6%— implicaba que grandes fortunas se esfumaban en las obligaciones tributarias.

Para 1994 existía un verdadero mercado de zombis que era promovido por connotados abogados, como Alfredo Alcaíno (asesor del Grupo Penta y de Sebastián Piñera), Alberto Coddou (ex socio de Juan Agustín Figueroa), Roberto Guerrero del Río (ex socio del antiguo presidente de la UDI Jovino Novoa) y Aníbal Correa Barros (asesor clave del empresario Javier Vial); y respaldado por informes de las grandes auditoras, como PWC (que trabajó para la Comisión Progresa), Delloite y la desaparecida Arthur Andersen. 

Fernando Barros Tocornal, el citado abogado de cabecera de Piñera que compró un zombi pensando en revendérselo a algún cliente13, dijo en una entrevista con Ciper que, para él, comprarle firmas a la Comisión Progresa era como comprárselas al fisco.

“Los bancos que integraban esa comisión estaban intervenidos, lo que implica que reportaban todo a la Superintendencia de Bancos (SBIF); y cuando Progresa comenzó a ofrecer empresas con pérdida, es evidente que la SBIF lo sabía y aceptaba ese mercado”, afirmó Barros.

Aunque esa “aceptación” de la SBIF no fue oficializada en ningún documento público, para el abogado Fernando Barros fue suficiente para entender la venta de cascarones de comienzos de los noventa como parte de una política gubernamental.

No es extraña su actitud, pues en el mundo tributario la compra y venta de estas firmas se naturalizó rápido. Una fuente recuerda haber asistido por esos años a la reunión de directorio de una gran empresa donde un abogado de PWC exponía los beneficios de tener una zombi. Era Mario Vila, el mismo que, luego, como subdirector jurídico del SII, participaría junto a Pereira en la condonación de Johnson’s, en el citado “perdonazo”.

El 90% de quienes los medios de comunicación llaman “especialistas” promovían la desaparición de las utilidades y la defendían como algo perfectamente legal. Tenían sus intereses en juego, por supuesto. Como se reveló en la investigación del caso Johnson’s, PWC cobraba 4,5 UF la hora y un 8% del ahorro de impuestos, intereses y multas que se obtenían por la gestión14. Era la tarifa estándar. Frente a ese grupo había uno que otro tributarista y los abogados del SII, que también saben del tema, pero desde una perspectiva distinta y menos difundida por los medios. Mientras la mirada de los “técnicos” prevaleció, la opinión pública no conoció el detalle de esta historia, ni se debatió lo que estaba en juego en ella.

Esta industria se encontró con que para 1996 su materia prima, las empresas de Cruzat, se estaba acabando. Pero a fines de los noventa Javier Vial y su equipo de abogados pusieron a la venta el fruto de su fracaso empresarial: cerca de 20 nuevas firmas sin nada más que pérdidas. Compraron Luksic, varios controladores del retail Falabella, los hermanos Calderón (el de Ripley y el de Johnson’s) y José Said para hacer desaparecer las utilidades de Vital S.A.

Alto crecimiento económico y casi nada de impuestos. No es extraño que para muchos grandes empresarios los noventa sean “la” época de oro de Chile.

La cacería

La nueva ola hizo reaccionar a la autoridad y desató una década de fiscalización. En 2004 el director del SII, Juan Toro Rivera, formó una “fuerza de tarea” integrada por funcionarios traídos desde distintos puntos de Chile. Esos funcionarios se instalaron en los subterráneos del edificio del SII y durante meses se dedicaron a examinar firmas en las que el sistema informático del SII indicaba la repentina aparición de pérdidas. 

El trabajo anónimo de ese equipo permitió al fisco recuperar, en 2007, más de $33.000 millones en impuestos. Buena parte de los datos que aparecen en este libro provienen del esfuerzo de ese equipo y del material que reunieron las empresas para responder a sus requerimientos. Sin su trabajo esta historia no podría contarse.

La fuerza de tarea corrigió las declaraciones de Piñera, los Cueto y Luksic, y les cobraron impuestos15. Los que no quisieron pagar, como el retail Johnson’s, terminaron en la justicia tributaria.

El hito de esa cacería de zombis fue la querella presentada contra Vital S.A., controlada por José Said y The Coca Cola Company. Dentro de la ola de zombis el Servicio lo identificó como el ejemplar más descarado y abusivo16. Por ello buscaron una pena ejemplar para sus ejecutivos17. En un fallo del Tribunal Tributario de 2005 se lee que la contabilidad de Vital es una “pseudo contabilidad, fraudulenta en su forma y fondo” y se confirman las pretensiones de castigo que buscaba el SII18. En 2007, sin embargo, el 33.º Juzgado del Crimen resolvió que lo denunciado por el SII en su querella “no era constitutivo de delito”.

¿Quién tenía razón? ¿Los expertos privados o los abogados del SII? En las siguientes páginas se describen lo más didácticamente posible las operaciones llevadas adelante por todas las empresas que se beneficiaron de las zombis y las interpretaciones que los tributaristas desplegaron. Es necesario aclarar, sin embargo, que este libro no da una respuesta fácil al dilema planteado por las preguntas.

Por una parte, la mayor parte de los hechos que se expondrán no fueron examinados por un tribunal y no se los calificó de ilegales. Si el lector es de la opinión de que el debate público solo debe concentrarse en lo que los tribunales determinan como delito, este libro tiene poco que decirle.

Sin embargo, el caso Vital muestra lo engañoso que puede ser el fallo judicial como medida de lo que es relevante. El tema se abordará en profundidad en el capítulo 4, pero es importante remarcar que la querella presentada bajo la administración de Juan Toro fue empujada con convicción hasta el último día en que él estuvo a cargo del SII. Su sucesor, el abogado Ricardo Escobar, actual socio del estudio Bofill y Escobar, imprimó un énfasis distinto: llegar a acuerdos con las empresas para asegurar el pago de impuestos. La querella fue literalmente abandonada; en el año que todavía duró, solo uno de los abogados del SII presentó un escrito: su renuncia a la representación que tenía.

Esta investigación obtuvo testimonios de que Escobar directamente ordenó que “la causa no se tramitara para obtener condena”.

Escobar dijo a esta investigación que nunca intervino directamente en esa ni en ninguna causa, pero admitió que su política general para el caso de las zombis consistió en abandonar el frente judicial, tanto el civil como el penal, y comenzar a negociar con las empresas. 

Esto se debió, dijo, a que varios casos parecían encaminarse a derrotas, según un análisis hecho por la Subdirección Jurídica. Escobar estimó que un fallo adverso en la Corte Suprema habría significado un precedente para que las zombis siguieran reclamando su derecho a existir. Por ello optó por llegar a acuerdos y acabar con la estirpe por esa vía (ver entrevista en el capítulo 6).

Más allá del rol específico de Escobar, ambas versiones coinciden en un punto central: de la derrota del SII en la causa Vital y de la ausencia de pronunciamiento de la justicia sobre los otros casos, no se puede concluir quién tenía razón, sencillamente porque el equipo del fisco se retiró de la cancha. Perdió por walkover, en una estrategia enfocada en salvar las arcas fiscales. Cuando se dice que en esta causa la justicia no encontró nada ilegal, hay que tener ese factor en la mente.

Del episodio Vital arranca otro elemento que le da actualidad a esta investigación y se relaciona con el escándalo del financiamiento ilegal de la política que remeció la agenda pública nacional a partir del 2015. 

El SII, comandado entonces por Michel Jorratt, presentó dos querellas: una contra Empresas Penta S.A., que se había especializado en financiar a políticos de la UDI, y otra contra Soquimich (SQM), que había entregado dineros para casi todo el espectro, desde el senador socialista Fulvio Rossi (cuyos asesores recibieron $79 millones durante la elección de 2009) hasta el diputado decé Roberto León, pasando por la UDI, que otra vez fue el partido más favorecido19. 

Se dice que Jorratt se querelló a regañadientes, empujado por la prensa, pero el hecho es que las querellas se presentaron. Esa línea, sin embargo, cambió con su salida. El sucesor de Jorratt, Fernando Barraza, desechó ese camino para enfrentar a todas las otras empresas que, según los antecedentes del SII y de la Fiscalía, habían financiado las campañas de los políticos. Optó por investigaciones administrativas en el Tribunal Tributario, que pueden terminar en multas, pero que, debido a su secreto, garantizan que no se sepa qué representantes públicos fueron financiados ilegalmente ni cuánto se les pagó.

Esa vía se conoció como “la tesis Escobar”, pues la promovía el exdirector del SII, como un retorno a lo que tradicionalmente había sido la forma del Servicio de resolver las diferencias con los contribuyentes: multas, no cárcel.

En una entrevista se le preguntó a Escobar por la sensación de impunidad que generaba la renuncia a la acción penal. Contestó:

“Yo creo que (la sensación de impunidad) hay que combatirla con educación. La multa es una sanción, aquí no hay impunidad. Aquí van a haber tribunales que van a declarar, si es que resuelven a favor de lo que pide el SII, que hay una parte culpable de un ilícito tributario, y se le sanciona con la pena que la ley establece, que serán multas de 50% a 300% de los impuestos evadidos. Si eso es así, está operando una de las opciones que la ley prevé. Se están aplicando sanciones a las personas responsables de los ilícitos. Lo que pasa es que hay personas que creen que la única sanción posible en este tipo de ilícitos, y da la impresión de que esto parte desde las fiscalías, es la corporal”20.

 

En el caso de las zombis, al menos durante su periodo, el énfasis estuvo en recuperar impuestos a través de la negociación evitando la vía judicial (ya fuera civil o penal). Y eso explica en parte por qué no se supo, hasta 2012, qué empresas habían bajado radicalmente sus aportes tributarios usando zombis21, pero, sobre todo, por qué nunca se discutió públicamente si estas prácticas provocaban daño a la comunidad o no.

El rechazo al castigo corporal, que caracteriza la influyente “tesis Escobar” y que conlleva la falta de debate sustantivo sobre el efecto de las estrategias tributarias, parece enraizarse en la época de las zombis y particularmente en la forma en que se resolvió el caso Vital.

¿El último zombi?

El hito final de la lucha del SII contra las zombis ocurrió en 2014 cuando el cascarón de Julio Ponce Lerou, Inversiones SQ Holding, dio sus estertores finales ante la Corte Suprema, la cual determinó que la empresa debía pagar los impuestos que el SII reclamaba desde 2005.

Julio Ponce Lerou es tristemente famoso por muchos motivos. Entre los antiguos, por apropiarse de la empresa estatal Soquimich (SQM) durante la dictadura de su suegro; entre las razones recientes, porque el Ministerio Público ha mostrado cómo SQM ha sido una máquina de financiamiento ilegal de la política, un motor aceitado que probablemente le permitió que el fin de la dictadura no implicara cambios para él y sus negocios.

Una tercera razón de la mala fama de Ponce Lerou es la estructura a través de la cual se ha asegurado por años el control de SQM. En 2013 la Superintendencia de Valores formuló cargos contra él y su abogado Roberto Guzmán Lyon, por ese engranaje que en esencia permite distribuir las ganancias y las pérdidas de su actividad minera y apuestas bursátiles, de acuerdo a sus conveniencias, lo que perjudicó a otros accionistas, entre ellos los cotizantes de las AFP.

Esa estructura se conoce hoy como “sociedades cascadas”, metáfora que apunta a la estrategia que Ponce usó para ocultar el control que tenía sobre la minera: a través de un río de sociedades. Para encontrar a Ponce en esa estructura había que remontar la cascada hasta su origen.

Por lo menos hasta 2014, cuando la SVS multó a Ponce y a su abogado Guzmán Lyon, el control de SQM era ejercido desde Potasios Chile y Pampa Calichera, controladas por Oro Blanco y Nitratos de Chile, que a su vez dependían de Norte Grande, sociedad que estaba en la parte superior de la cascada. Pero Ponce no aparecía allí, sino más arriba, en sociedades que salían de Chile. Esta otra estructura funcionaba así: Norte Grande era propiedad de SQYA S.A. y esta era controlada por Inversiones SQ, la cual dependía de S.Q. Grand Cayman Corporation y esta de Pacific Atlantic Trading, la cual colgaba de un trust: “The Pacific Trust”, donde finalmente aparecían Ponce Lerou y su familia.

En 2003, en la parte alta de este río societal surgió una zombi: Inversiones SQ Holding, cuyo origen era una empresa quebrada en 1984: Comercial del Caribe.

Desde su quiebra, Comercial del Caribe no registró ninguna actividad hasta que en 1996 fue adquirida por el Grupo Interandino, sociedad constituida en Panamá por el abogado Rolando Candanedo, uno de los favoritos de la elite chilena para crear sociedades off shore durante varias décadas (ver capítulo 5).

En 1997, el presidente del Grupo Interandino -Emilio Rojas Contreras- junto a José del Rio Canelli (gerente general de Pampa Calichera) cambiaron el nombre de Comercial del Caribe por Inversiones Alcázar. En los años siguientes, a través de diversas modificaciones, Alcázar terminó rebautizada como Inversiones SQ Holding y controlada por José del Río Canelli y Roberto Guzmán Lyon, creador de la estructura de cascadas, como aparece en los cargos presentados por la Superintendencia contra Ponce.

En 1998, la zombi Inversiones SQ Holding absorbió a S.Q. Holding S.A. y su capital creció de $7 millones a $5.464 millones. Al año siguiente, la zombi absorbió otra sociedad del grupo, S.Q Inter. S.A., y su capital social volvió a dar un salto: llegó a $10.308 millones. Nuevas operaciones triplicaron el capital social hasta $32.000 millones, como consta en escrituras notariales de 2004.

Pese a esas señales de prosperidad, entre 1999 y 2004 Inversiones SQ Holding -representada por Roberto Guzmán Lyon- reportó al SII pérdidas que se derivaban de los números rojos de Comercial del Caribe.

Aunque esta investigación no accedió al monto de la pérdida que declaró la zombi, ni a los impuestos que intentó recuperar, los documentos judiciales examinados indican que en 1999 Inversiones SQ Holding se evitó el pago del impuesto de primera categoría y, desde el año 2000 hasta 2004, usó las pérdidas para solicitar devoluciones por impuestos pagados.

En la ofensiva antizombi que desplegó el SII, se recalcularon los tributos de Inversiones SQ y en 2005 la autoridad pidió el pago de $953 millones en impuestos adeudados. El argumento central fue que la empresa nunca acreditó con documentos la realidad de las pérdidas de arrastre, adecuando “maliciosamente” (expresión que usó la Corte de Apelaciones) su contabilidad para hacer desaparecer utilidades.

Se iniciaron así 10 años de litigios. En la Corte de Apelaciones de Santiago la empresa fue defendida por Rodolfo Porte, del bufete Porte & Canales, quien argumentó que Inversiones SQ Holding no estaba obligada a conservar documentos tributarios de hace 30 años. La Corte dictaminó que si la empresa quería usar una pérdida que se remontaba a esa época, tenía que tenerlos (ver fallo). Inversiones SQ perdió en esa instancia y también el recurso de casación en la Corte Suprema. Este último fallo, de marzo de 2014, le puso la lápida a una de las últimas zombis utilizadas a comienzos de los noventa.

Inversiones SQ Holding forma parte de un grupo de zombis que en su mayoría permanece en las sombras. Como se verá más adelante, de los 73 cascarones que investigó intensivamente el SII, 25 fueron neutralizados durante la administración de Juan Toro y otros 22 terminaron gracias al trabajo de Ricardo Escobar. Pero respecto de las 26 zombis restantes, los datos son inciertos. Algunas, como Inversiones SQ, siguieron la larga vía judicial (tribunal tributario, Corte de Apelaciones y Corte Suprema) y comenzaron a morir tras años de litigio. Otras, como la vinculada a Leonidas Vial, Inversiones Saint Thomas, tienen un decurso más difuso (ver capítulo 2). Lo cierto es que no está claro si todas las zombis que comenzaron a operar en los 90 dejaron de operar. O si pasa, igual que en las películas de este género, que algunos zombis siguen entre nosotros.

Preguntas frecuentes sobre zombis

Más allá de la disputa sobre la legalidad de la estrategia zombi, hay cinco hechos incuestionables que es necesario tener claro y que facilitan la lectura de los capítulos que siguen:

1. La compra de zombis no tenía otro sentido más que la rebaja de los impuestos.

Las zombis no tenían nada aprovechable, salvo su pérdida tributaria. Ni trabajadores, ni contratos, ni know-how. A tal punto esto es cierto que cuando una empresa sana, como Ripley o Bancard, compraba y se fusionaba con un zombi, comercialmente no sufría ningún cambio. No mejoraba su productividad ni incrementaba su patrimonio. La empresa seguía haciendo el mismo negocio, con el mismo éxito e incluso conservando su nombre original. Solo cambiaba su RUT, porque la pérdida tributaria que se quería adquirir estaba ligada al RUT de la zombi.

Era para quedarse con el nuevo RUT que la fusión se hacía en un sentido que no tenía ninguna lógica comercial: la empresa que no tenía nada absorbía a la empresa con utilidades. En esa falta de racionalidad reparó el Tribunal Tributario al describir cómo Vital S.A., con un capital efectivo de $17.803 millones, fue absorbida por una zombi con un capital de $3 (sí, tres pesos). En opinión del juez tributario que revisó el caso, tal absorción era “contraria a la lógica general más elemental, más aún aplicada al mundo de los negocios”22.

Dado que el único beneficio que se podía obtener de comprar una zombi era tributario, muchos contratos contenían cláusulas que anulaban el negocio si las pérdidas de la zombi no se podían usar.

2. En las empresas zombis no había pérdidas reales. 

Aunque las pérdidas que exhibían las zombis ante el SII se originaban, mayoritariamente, en deudas impagas de los años ochenta, lo cierto es que cuando estos prósperos empresarios se interesaron en ellas las deudas eran muy distintas a las que pueden angustiar al ciudadano común. 

Primero, ya no tenían acreedor. Esto debido a que cuando los juzgados civiles determinaron que en las empresas quebradas no había más nada que vender, anularon las deudas que quedaban impagas. Es decir, nadie podía pretender cobrarlas.

Por ello, aunque quienes compraron estas empresas en los noventa alegaban ante el SII tener una pérdida tributaria, nadie en todo el planeta le exigía a Inversiones Bancard Ltda. el pago de los $44.000 millones ni a Hidrosur S.A. que cancelara $78.000 millones. Esas empresas simplemente constataban que debían ese dinero y que no habían pagado. Y en función de esa declaración, reclamaban tener una pérdida que neutralizaba sus utilidades.

Sin embargo, resulta evidente que Piñera, al adquirir la empresa de Cruzat, no había perdido nada; y yendo hacia atrás, ni siquiera se puede sostener que la mayor parte de los números rojos de la zombi los haya perdido el propio Cruzat o Javier Vial. Los que sí habían perdido mucho eran los que les prestaron a Cruzat y a Vial: los bancos, que fueron intervenidos en la década de los ochenta; los ahorristas, que perdieron sus depósitos; el fisco, que salió al rescate de la banca y, a través del fisco, todos los chilenos. ¿Qué justificación había para que los prósperos empresarios de los noventa y los 2000 reclamaran haber perdido ese dinero y en función de eso pagaran menos impuestos por sus utilidades?

3. Las pérdidas eran entelequias contables.

Cuando el SII analizó el tipo de pérdida que dio origen a las zombis, observó que en su mayoría era de dos tipos: montos vinculados con pérdidas de capital (por ejemplo, cuando la empresa compraba un bien y luego lo vendía más barato) y pérdidas que correspondían a los intereses de la deuda que había sido condonada. Así, por ejemplo, en el caso de Piñera, la mayor parte de la pérdida que alegaba tener su zombi estaba constituida no por el dinero que Cruzat perdió, sino por los intereses y reajustes calculados sobre una deuda que no existía. 

4. Es una estrategia para los más ricos.

Lo que empujó a tantas empresas a comprar zombis fue que entre los noventa y los 2000 obtuvieron enormes utilidades y, en función de eso, debieron pagar grandes sumas de dinero en impuestos. No es una estrategia desplegada en una crisis, sino una montada en la prosperidad, para hacerla aún mayor. A través de ella podían recuperar los impuestos pagados en años anteriores (estrategia que usaron los Calderón y Said) o dejar de pagar impuestos por las utilidades generadas después de la compra (camino que siguieron Luksic y Piñera).

Vinculado a lo anterior está el hecho de que, por la ingeniería tributaria necesaria para llevarla adelante, esta fue una estrategia que solo los más ricos pudieron usar. Contra los comentarios de quienes naturalizan el uso de las zombis como algo que “hicieron todos en Chile”, lo cierto es que fue una práctica de alto costo, pensada y ofrecida por los bufetes más importantes. La frase correcta, en ese sentido, es que solo los más ricos usaron esta estrategia. Aunque eso tampoco es exacto: de las 12 familias que la revista Forbes ubica en el top de las fortunas23, esta investigación no encontró empresas ni de los Matte, ni del Grupo Angelini, ni de Álvaro Saieh, ni de Horst Paulmann ni de Luis Enrique Yarur.

Eso no quiere decir que no las hayan usado. Si nuevas investigaciones encuentran esos vínculos, se demostrará que este trabajo no está completo; y también que la intuición de que esta estrategia sí fue una práctica de los más ricos es más cierta de lo que aquí se sostiene.

 5. La estrategia de usar zombis no es algo que “siempre” se haya hecho. 

Algunos abogados tributaristas argumentan que la compra de pérdida se había hecho siempre (y se sigue haciendo), lo que demostraría que la reacción del SII ante las empresas zombis fue injustificada. Ese argumento es cierto solo en un aspecto muy general, pero errado en su fondo. 

Lo que contempla la ley es que las empresas que pasan por periodos malos puedan guardar sus pérdidas en una suerte de cuenta de ahorro y usarlas para pagar menos impuestos cuando les vuelva a ir bien.

Este tratamiento preferencial es solo para las empresas: los asalariados no lo tienen (si usted un año no puede pagar sus deudas y queda moroso y al año siguiente lo contratan por $4 millones de pesos mensuales, el SII no le va a cobrar menos impuestos debido a sus pérdidas anteriores). La justificación política de este beneficio es que, para el sistema económico chileno, las empresas son actores clave del desarrollo (el sistema favorece a las rentas de capital sobre las rentas del trabajo, argumenta el abogado Saffie24) y se espera que la compensación de pérdidas con utilidades facilite su crecimiento.

En ese sentido las pérdidas se consideran “un activo”, igual que una máquina: algo que se puede transar. Pero eso tiene límites. El SII nunca puso reparos a operaciones que se hacían entre empresas reales. Por ejemplo, si una firma alimentaria compraba una competidora (compraba sus máquinas, sus clientes, su know-how, etc.), no había cuestionamiento en que se beneficiara de la pérdida que esa empresa tenía y la usara tributariamente. Se subentendía, además, que la pérdida era real: había un acreedor para una determinada deuda, o se había perdido capital de verdad en una operación.

La astuta jugada que idearon los tributaristas y contadores que pensaron en las zombis era que el fisco diera el mismo apoyo y beneficios cuando se compraran cascarones: firmas que eran solo un rótulo y un libro contable en rojo, con deudas que no eran más que ejercicios de matemática. 

Eso nunca había pasado. No al menos con la masividad que ocurrió en los noventa.

La era de la elusión

Junto con ser el periodo de mayor crecimiento de nuestra historia, los años que van ente 1986 y 2006 también tienen otro elemento igualmente marcador, pero que se conoce menos: es una época en que se desarrollan varias ofensivas tributarias que permitieron a las empresas pagar menos impuestos de los que correspondían a sus utilidades.

Un ejemplo de esas estrategias son los Fondos de Inversión Privados (FIP). Creados en 1989 y modificados en 2002, fueron un incentivo para que se invirtiera capital en proyectos riesgosos (como el área tecnológica). El beneficio era que las utilidades obtenidas no pagarían el impuesto de primera categoría (el que tributan las empresas). Pero durante los 2000 muchas empresas usaron los FIP como una suerte de “cajita feliz”: metían adentro del FIP inversiones nada riesgosas, como inmuebles y acciones, luego vendían la “cajita” y evitaban los impuestos por las ganancias de las inversiones que estaban adentro de ella. De ahí el adjetivo “feliz”. 

Recién en 2014 la reforma tributaria de Michelle Bachelet puso atajo a esa práctica.

Otro ejemplo es el Fondo de Utilidades Tributables, el famoso FUT. Originado en los ochenta, tras la mencionada crisis económica, el FUT buscaba incentivar que los dueños de las empresas reinvirtieran las utilidades y no se las gastaran. Para ello, las utilidades que permanecían en las firmas no pagaban impuestos. La abundante evidencia de que la inversión (especialmente en capital fijo) iba de la mano con altas tasas de crecimiento económico permitía argumentar que el beneficio tributario del FUT para los empresarios era bueno también para toda la comunidad. 

Sin embargo, como mostraron las investigaciones de Michel Jorratt25, de los economistas Ramón López y Eugenio Figueroa26 y de la politóloga de la London School of Economics Tasha Fairfield, una importante cantidad del FUT no terminó reinvertido ni ahorrado, sino que fue consumido sin pagar el impuesto que debía. En una entrevista con Ciper —que se incluye en los anexos de este libro— Fairfield dijo sobre este tema: “En Chile los dueños del capital encontraron muchas maneras de gastar las utilidades sin retirar formalmente las ganancias, es decir, sin pagar el correspondiente impuesto”.

Algunas de estas prácticas fueron perseguidas judicialmente bajo la figura de evasión tributaria27, pero muchas de las estrategias llevadas adelante en este periodo de bonanza económica se realizaron en el ambiguo territorio de la elusión, donde los contribuyentes cumplen la ley, pero de una manera inesperada. Y la autoridad, en varias ocasiones, quedó paralizada.

La cantidad de empresas importantes que emergieron en la investigación antizombi llevada adelante por el SII dejó en evidencia, por primera vez, lo masiva que se había vuelto la elusión en la elite. Nunca ese organismo había detectado una ofensiva tan grande como esta.

Varios exfuncionarios del SII explicaron a los autores que en los noventa la elusión no emergió en sus investigaciones porque usualmente es una práctica de la elite y la cima de la pirámide social no era objeto de especial atención. La gran tarea de ese organismo en esos años fue la persecución de facturas falsas y del IVA del comercio. Aunque desde mediados de esa década las direcciones regionales vieron con desconcierto como muchas grandes empresas, evidentemente pujantes, no estaban tributando gracias a la aparición de sorpresivas pérdidas.

-En los noventa existía una brecha muy grande entre lo que los abogados privados diseñaban y lo que nosotros estábamos en condiciones de entender -dijo a los autores un funcionario que alcanzó puestos altos en el SII en esos años.

Para este y otros exfiscalizadores ese es el motivo por el que ninguna de las sociedades de la “hora cero” fue investigada por el SII.

La brecha comenzó a cerrarse bajo el mando de Javier Etcheberry, cuando en el año 2000 el SII creó la Dirección de Grandes Contribuyentes. Al analizar en detalle las prácticas tributarias de los más ricos, los fiscalizadores empezaron a entender muchas operaciones que se habían vuelto frecuentes entre las empresas, varias de ellas en la zona gris de la elusión. 

Pero entender qué hacía la elite con sus impuestos no implicó adquirir las herramientas necesarias para fiscalizarla. Esto porque la elusión es una forma de pensar la ley que puede concretarse en muchas expresiones. Consiste en ver la ley como un material con el que se puede “trabajar”, es decir, como una construcción retórica, sin nada sustantivo que deba ser respetado, no como algo que se debe obedecer porque procede de decisiones democráticas. 

Esta forma de entender la ley ha sido defendida y difundida por importantes bufetes con gran influencia política.

La industria de los tributaristas

Doreen McBarnet, profesora del Centro de Estudios Socio-legales de la Universidad de Oxford, ha dedicado buena parte de su vida a entender por qué es tan frecuente que las leyes tributarias no funcionen en materia de recaudación como los gobiernos esperan. La respuesta usual es culpar a los agujeros en la ley (loopholes, los llaman los especialistas), provocados por la impericia de los legisladores o su corrupción; agujeros que los contribuyentes no tienen por qué privarse de usar en su propio beneficio. Sin embargo, McBarnet sostiene que es una caricatura creer que los contribuyentes de verdad se “encuentran” con las grietas en la ley, como quien se encuentra una moneda en la calle. Lo que en realidad ocurre, dice, es que la ley es minuciosa y constantemente escaneada por equipos de abogados y contadores, los cuales construyen “formas alternativas de leerla” para beneficiar a sus clientes. Se trata, dice McBarnet, de una acción deliberada no fortuita, llevada adelante por abogados que toman la ley no como algo que hay que respetar, sino como un material con el que pueden trabajar28. 

McBarnet llama a esta estrategia “cumplimiento creativo”; permite a las empresas bien asesoradas respetar la letra de la ley en forma tal que obtienen todos los beneficios de no obedecerla, pero la autoridad no las puede perseguir. De hecho, las empresas pueden enfrentar el escrutinio público alegando que todo lo que han hecho es “perfectamente legal”. Pero esa expresión, remarca la investigadora, no da cuenta del respeto a la ley, sino, más bien, de la impotencia de la autoridad. Lo cierto, insiste McBarnet, es que elusión y evasión no son actividades distintas, pues persiguen el mismo fin: pasar por alto las barreras que la comunidad pone al comportamiento de sus miembros.

Paralela a la historia política y económica en la que usualmente se centran los medios de comunicación y el debate público, discurre una historia tributaria a la que esta investigación busca hacer un aporte. Es una historia desconocida y hasta lejana para las personas comunes, pues la mayoría de los chilenos no pensamos naturalmente en los impuestos. La mayoría ganamos tan poco que estamos exentos29. Y como no pensamos en los impuestos, no vemos que ellos están detrás de asuntos claves de nuestra sociedad, como los niveles de concentración de riqueza y de desigualdad o la pérdida de confianza en la democracia que genera ver al Estado impotente o indiferente en el control de elites que hacen todo de manera “perfectamente legal”.

Las dos entrevistas que se incluyen en los anexos buscan aportar un marco conceptual para que el lector visualice la importancia de los temas tributarios en la agenda pública.

La primera entrevista, con Tasha Fairfield, académica de la London School of Economics, muestra cómo la elite chilena ha tenido como prioridad el tema tributario, actuando decididamente a través de sus organizaciones gremiales —como la Confederación de la Producción y el Comercio— y de los partidos que la representan para frenar cualquier intento de aumento de tasas o de reforma estructural del sistema tributario. En esto nuestra elite ha sido tan exitosa, dice Fairfield, que en casi 20 años de gobiernos de centroizquierda solo Michelle Bachelet, en su segundo gobierno, pudo hacer la primera reforma real y de fondo al sistema tributario.

La segunda entrevista, con el politólogo Jeffrey Winters, busca introducir en el debate chileno parte de la reflexión más actual sobre los impuestos en el mundo. En síntesis, Winters vincula los feroces niveles de desigualdad que hay en el mundo con la incapacidad de los Estados de cobrar impuestos adecuadamente a los más ricos. En su opinión esa incapacidad sería el resultado de la aparición, desde los años cincuenta, de lo que llama “la industria de la defensa de la riqueza”: un sector compuesto por profesionales altamente capacitados, que proveen a los más ricos de argumentos legales, económicos y políticos para defenderse de la amenaza redistributiva del Estado. En esta industria destacan los bufetes tributarios en los que se diseñan complejas estrategias legales que permiten a los más ricos ocultar sus ingresos y bienes de la mirada de la autoridad.
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